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RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de diciembre de 2021. 

El 22 de noviembre de 2021, el peticionario, Wilfredo Cruz 

Liciaga, presentó ante la Secretaría del Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Arecibo, el recurso de epígrafe.1 Solicita que 

revisemos la Resolución emitida el 24 de septiembre de 2021 por el 

Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala Superior de Arecibo. 

Mediante el referido dictamen, dicho foro declaró sin lugar la 

solicitud de desestimación de la acusación, presentada por el 

peticionario al amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal, 

34 LPRA Ap. II, R. 64 (p). La solicitud de reconsideración instada el 

8 de octubre de 2021, fue denegada mediante Resolución dictada el 

20 de octubre de 2021 y notificada el 22 de octubre de 2021. 

En la Resolución del 24 de septiembre de 2021, el TPI concluyó 

que, en la vista de determinación de causa probable para acusar, 

regida por el quantum probatorio de scintilla o mínimo de prueba, el 

 
1 Presentado en el Tribunal de Apelaciones el 23 de noviembre de 2021. La Regla 
33 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones permite presentar el recurso en la 

Secretaría de la sede del Tribunal de Primera Instancia en la cual se resolvió la 

controversia objeto de revisión. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 33. 
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Ministerio Público había logrado establecer que se cometió el delito 

imputado y que el peticionario fue probablemente quien lo cometió. 

Por tanto, se justificaba continuar con el proceso judicial en su 

contra. 

En la Resolución que atendió la solicitud de reconsideración, 

el TPI enfatizó la ausencia de argumentos nuevos o adicionales para 

variar la determinación de causa probable para acusar al 

peticionario por el delito imputado o para citar a una vista 

argumentativa.  

En la petición de certiorari, se aduce que la prueba presentada 

durante la vista preliminar no estableció los elementos del delito 

imputado ni la conexión del peticionario con el mismo.  

Prescindimos de la comparecencia del Procurador General2; 

no obstante, al ejercer nuestro rol como foro intermedio, tomamos 

en consideración su postura según se desprende del apéndice 

incorporado al recurso. De tal forma, y tras el examen de los escritos 

que obran en el expediente apelativo, denegamos la expedición del 

auto de certiorari.  

I. 

El 22 de septiembre de 2020, el Ministerio Público formuló 

acusación contra el peticionario por infracción al Art. 5.07 (b) - 

imprudencia o negligencia al conducir un vehículo de motor, en su 

modalidad grave - de la Ley de vehículos y tránsito de Puerto Rico, 

Ley Núm. 22-2000, 9 LPRA sec. 5127. Según surge de los 

documentos que obran en el expediente, al peticionario se le imputó 

que, el 31 de marzo de 2020, mientras conducía un vehículo de 

motor de manera negligente y descontrolada, de forma zigzagueante 

entre el área verde y la vía de rodaje, con menosprecio a la seguridad 

de las demás personas o propiedades, impactó al menor James 

 
2 A tenor con la Regla 7 (B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B. 
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Andrew Raíces Medina, quien se encontraba caminando por el área 

verde; ocasionándole un trauma cerebral que requirió 

hospitalización y tratamiento prolongado. Luego del impacto, el 

peticionario abandonó la escena.3  

El 9 de septiembre de 2020, se llevó a cabo la vista preliminar. 

El TPI escuchó los testimonios de James Andrew Raíces Medina 

(perjudicado), Tanisha Mora Medina (hermana del perjudicado y 

quien lo acompañaba al momento de los hechos), Tania Medina 

Pérez (madre del perjudicado), José Nieves Vélez (residente del lugar 

donde ocurrió el accidente), agente Jonathan Hernández Cuevas, 

placa 31360 (agente investigador de la Policía de PR adscrito a la 

División de Patrullas y Carreteras de Arecibo) y agente Gamalier 

Delgado Santiago, placa 33775 (agente investigador de la División 

de Homicidios CIC Arecibo). Concluida la vista, el TPI determinó 

causa probable para acusar al peticionario por el delito imputado.  

El 27 de agosto de 2021, el peticionario presentó una Moción 

Solicitando Desestimación Basado en la Regla 64 (p) de las de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico. En ella, detalló que una 

 
3 La acusación presentada contra el peticionario por infracción al Art. 5.07 (b), en 

su modalidad grave, específicamente, le atribuyó lo siguiente: 
 

El referido imputado, WILFREDO CRUZ LICIAGA, allá para la fecha 

del 31 de marzo de 2020, y en el Bo. Cacao, Sect La Romana (frente 

a residencia #2727) en QUEBRADILLAS, Puerto Rico, que forma 

parte de la jurisdicción del Tribunal Superior de Puerto Rico, Sala 
de Arecibo, ilegal, voluntaria, y negligentemente, mientras 

conducía el vehículo marca NISSAN, modelo ALTIMA, año 2013, 

color GRIS CLARO, tablilla IBV-219, en el lugar arriba indicado, de 

forma imprudente o negligentemente temeraria, con menosprecio 

de la seguridad de las demás personas o propiedades, ocasionando 

a otra persona una lesión corporal que requiera hospitalización, 
tratamiento prolongado o genere un daño permanente o lesiones 

mutilantes, y que se fue a la fuga. Consistente en que el aquí 

imputado conduciendo el vehículo de motor antes descrito impactó 

al menor James A. Raíces Medina mientras este se encontraba 

caminando por el área verde. Que dicho vehículo era conducido de 
forma negligente y descontrolada, fuera de la vía de rodaje y de 

forma zigzagueante entre el área verde derecha, la vía de rodaje y 

el área verde izquierda. Que luego del impacto, el imputado 

abandonó la escena sin detenerse en ningún momento. Que a 

consecuencia de dicho impacto el Sr. Raíces Medina sufrió trauma 

cerebral que requirió hospitalización por 20 días aproximadamente 
y tratamiento prolongado.  

 

Véase, apéndice del recurso, pág. 1. 
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infracción al Art. 5.07 (b), supra, se configura de la siguiente 

manera:  

(b) En aquellos casos en que la persona condujere un 
vehículo de forma imprudente o negligentemente 
ocasione a otra persona una lesión corporal que 

requiera hospitalización, tratamiento prolongado o 
genere un daño permanente o lesiones mutilantes, 

incurrirá en delito menos grave con una pena fija de tres 
(3) años de reclusión y el Secretario [del Departamento 
de Transportación y Obras Públicas de Puerto Rico] le 

revocará todo permiso o privilegio de conducir por igual 
término. No obstante lo anterior, si la persona que 
condujere un vehículo de forma imprudente o 

negligente, con menosprecio a la seguridad, que 
ocasione a otra persona una lesión corporal que 

requiera hospitalización, tratamiento prolongado o 
genere un daño permanente o lesiones mutilantes, se 
va a la fuga, incurrirá en delito grave con pena fija de 

cinco (5) años de reclusión y el Secretario le revocará 
todo permiso o privilegio de conducir por igual término.  

 
(Énfasis nuestro). 
 

A continuación, adujo que en la vista preliminar hubo 

ausencia total de prueba respecto a los elementos del referido delito 

imputado, entiéndase, fuga, conducir imprudente o negligentemente 

y con menosprecio a la seguridad.  

En cuanto al elemento de fuga, arguyó que no se presentó 

prueba que estableciera que éste hubiera incurrido en este acto, 

estatuido en el Art. 275 del Código Penal (33 LPRA sec. 5368). Así, 

manifestó que hubo ausencia de prueba tendente a demostrar que 

él hubiera evadido custodia legal alguna ejercida sobre su persona. 

Por ello, articuló que el Ministerio Público debió acusarlo de 

infracción al Art. 4.02 de la Ley Núm. 22-2000 (acto ilegal y 

penalidades por no detenerse luego de verse involucrado en un 

accidente vehicular).  

Respecto al elemento de conducir imprudente o 

negligentemente, expresó que el agente Gamalier Delgado Santiago 

había testificado que el vídeo que observó como parte de su 

investigación mostraba que previo al accidente el auto era conducido 

por la vía de rodaje de manera correcta. El peticionario razonó que, 
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toda vez que esta fue la única prueba que desfiló para establecer la 

forma en que se trasladaba el vehículo antes del incidente, procedía 

concluir que el Ministerio Público falló en demostrar el elemento 

concerniente a conducir el vehículo de manera imprudente o 

negligente. Finalmente, y cónsono con su conjetura, infirió que 

menos aún se había presentado prueba que demostrara el elemento 

de conducir con menosprecio a la seguridad. Por tanto, el 

peticionario indicó que procedía la desestimación del pliego 

acusatorio. 

En oposición a la desestimación solicitada, el Ministerio 

Público aseguró que presentó prueba suficiente sobre los elementos 

del delito imputado y refutó la interpretación que hizo el peticionario 

respecto al elemento de fuga. En particular, planteó que el elemento 

de fuga contenido en el Art. 5.07 (b), supra, se refería al hecho de 

abandonar la escena del accidente y no a la definición del delito de 

fuga estatuido en el Art. 275 del Código Penal, supra, el cual consiste 

en evadir la custodia legal que el Estado ejerce sobre una persona.  

En cuanto a la prueba desfilada, argumentó que las 

declaraciones de los testigos habían demostrado que el peticionario, 

quien conducía el vehículo de manera zigzagueante, impactó al 

menor que caminaba sobre el área verde, dejándolo tirado en la 

grama. Además, indicó que tales declaraciones establecieron que, 

tras el accidente, el peticionario abandonó el lugar. Con ello, afirmó 

que se sostenía la determinación de causa probable por infracción 

al Art. 5.07 (b) de la Ley Núm. 22-2000.  

El 24 de septiembre de 2021, el TPI dictó una fundamentada 

Resolución, mediante la cual declaró no ha lugar la solicitud de 

desestimación presentada por el peticionario. Respecto al elemento 

de fuga del Art. 5.07 (b), explicó que las enmiendas introducidas a 

la Ley Núm. 22-2000 incorporaron las frases “irse a la fuga”, 

“abandonar la escena del accidente” y “no detenerse en el lugar del 
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accidente” para referirse a la circunstancia en la cual la persona que 

ha ocasionado un accidente no se detiene en la escena. Por tanto, 

razonó que el elemento de fuga del Art. 5.07 (b) aludía al hecho de 

abandonar la escena del accidente, y no al delito de fuga estatuido 

en el Art. 275 del Código Penal, que consiste en evadir la custodia 

legal que el Estado se ejerce sobre una persona.  

En lo concerniente a los otros dos elementos - conducir de 

manera imprudente o negligente y con menosprecio de la seguridad 

de las personas o propiedad - el TPI hizo referencia específica a 

fragmentos de los testimonios vertidos durante la vista preliminar. 

Así, reseñó que los testigos José Nieves Vélez y Tanisha Mora Medina 

declararon que observaron que el peticionario conducía el vehículo 

con un movimiento zigzagueante y que se éste salió de la vía de 

rodaje y se trepó en la acera, al punto de que al testigo Nieves Vélez 

le dio la impresión de que chocaría con la verja de una vecina o con 

un poste del lugar. De esta forma, el TPI coligió ello que denotaba 

que el peticionario conducía de manera imprudente o negligente, 

con menosprecio de la seguridad de las personas o propiedad.  

Por lo anterior, el TPI consideró inmeritorio el planteamiento 

del peticionario de que el Ministerio Público debió haber presentado 

cargos por infracción al Art. 4.02 en lugar del Art. 5.07 (b). En 

concreto, expuso que el Art. 4.02 solamente requiere que una 

persona resulte lesionada con motivo del accidente vehicular. 

Mientras, el Art. 5.07 (b) exige que se ocasione a otra persona una 

lesión corporal que requiera hospitalización, tratamiento prolongado 

o que genere un daño permanente o lesiones mutilantes.  

Además, el TPI articuló que, conforme la jurisprudencia 

aplicable, la vista preliminar no suponía la celebración de un mini 

juicio, por lo que el Ministerio Público no estaba obligado a presentar 

toda su prueba. Únicamente debía presentar la prueba necesaria 

para establecer la causa probable en cuanto a la comisión del delito 



 
 

 
KLCE202101421    

 

7 

grave y su conexión con el imputado. En este sentido, el TPI 

concluyó que la prueba desfilada por el Ministerio Público durante 

la vista preliminar había demostrado que el peticionario, mientras 

conducía un vehículo de motor, impactó al menor James Andrew 

Raíces Medina y le provocó lesiones que requirieron hospitalización. 

Además, el peticionario no se detuvo en el lugar del accidente. Por 

ello, resolvió que el Ministerio Público cumplió con la carga 

probatoria requerida para la determinación de causa probable para 

acusar por infracción al Art. 5.07 (b) de la Ley Núm. 22-2000. Por 

tanto, se justificaba continuar con el proceso judicial en contra del 

peticionario. 

La solicitud de reconsideración fue denegada en una 

Resolución emitida el 20 de octubre de 2021, y notificada el 22 de 

octubre de 2021. 

Inconforme, el 22 de noviembre de 2021, el peticionario instó 

el presente recurso, en el que formuló los siguientes señalamientos 

de error: 

PRIMER ERROR – Cometió error el Tribunal de Primera 
Instancia de Arecibo al encontrar causa en la vista 

preliminar ya que hubo ausencia total de prueba con el 
elemento del delito relacionado con que el vehículo era 

conducido imprudente o negligentemente (criminal). 
 
SEGUNDO ERROR – Cometió error el Tribunal de 

Primera Instancia de Arecibo al encontrar causa en la 
vista preliminar ya que hubo ausencia total de prueba 

relacionado con el elemento del delito en cuanto a que 
el vehículo era conducido con claro menosprecio de la 
seguridad. 

 

 El peticionario reprodujo los argumentos presentados ante el 

foro apelado. El apéndice del recurso incluyó la transcripción de la 

prueba oral de la vista preliminar celebrada ante el TPI.  

II. 

-A- 

El auto de certiorari es el vehículo procesal de naturaleza 

extraordinaria utilizado por un tribunal de mayor jerarquía para 
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corregir un error de derecho cometido por un tribunal de menor 

jerarquía. Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); Pueblo v. 

Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). A diferencia del recurso 

de apelación, el tribunal revisor tiene discreción para atender el 

asunto planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García 

v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Así, pues, el certiorari es un 

recurso extraordinario cuya característica se asienta en “la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 

185 DPR 307, 338 (2012).  

La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los 

criterios que debemos considerar al momento de ejercer nuestra 

facultad discrecional para entender en el recurso de certiorari. 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40. En síntesis, este Tribunal no habrá de 

intervenir con el ejercicio de la discreción del Tribunal de Primera 

Instancia, salvo en “un craso abuso de discreción o que el tribunal 

[haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o que se [haya 

equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 117 

DPR 729, 745 (1986). Lo anterior le impone a este Tribunal la 

obligación de ejercer prudentemente su juicio al intervenir con el 

discernimiento del foro de instancia. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008).  

-B- 

 La Regla 23 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 23, 

exige celebrar una vista preliminar en todos los casos de delito grave. 

En esta vista adversativa inicial se debe determinar que existe causa 

probable respecto a dos asuntos: (1) que se cometió el delito grave 
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imputado, (2) que la persona imputada lo cometió. Pueblo v. Negrón 

Nazario, 191 DPR 720, 732 (2014). 

La moción desestimación al amparo de la Regla 64 (p) de 

Procedimiento Criminal constituye el remedio procesal adecuado 

para impugnar la determinación de causa probable en la vista 

preliminar. Id. págs. 734-735. La referida regla dispone que un 

imputado de delito puede solicitar la desestimación de la acusación 

radicada en su contra, o de alguno de los cargos incluidos en ésta, 

cuando la misma ha sido presentada “sin que se hubiere 

determinado causa probable por un magistrado … con arreglo a la 

ley y a derecho”. Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, R. 64 (p).  

Según la citada regla, se puede invocar la desestimación de la 

acusación en dos escenarios particulares. Primero, en aquellas 

circunstancias en las que se determine causa probable para acusar, 

a pesar de la ausencia total de prueba sobre alguno de los elementos 

del delito imputado o de su conexión con el acusado. Segundo, 

cuando se haya infringido alguno de los requisitos o derechos 

procesales que se deben observar durante la vista preliminar. Pueblo 

v. Negrón Nazario, supra, 735 (2014); Pueblo v. Rivera Vázquez, 177 

DPR 868, 878 (2010). Ambos fundamentos requieren una 

demostración clara del error que se imputa al magistrado, pues toda 

determinación de causa probable para acusar goza de una 

presunción de corrección. Pueblo v. Negrón Nazario, supra; Pueblo v. 

Rivera Vázquez, supra. 

En este contexto, la celebración de la vista al amparo de la 

Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal, supra, es discrecional. 

Pueblo v. Rodríguez Ríos, 136 DPR 685, 691 (1994).  

El magistrado que evalúe una moción de desestimación al 

amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal debe tener 

presente que no se trata de una nueva determinación de causa 
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probable. Pueblo v. Negrón Nazario, supra, pág. 736. El análisis 

adecuado para resolver la moción de desestimación al amparo de la 

mencionada regla requiere examinar la prueba de cargo y defensa 

vertida en la vista preliminar. Evaluada exclusivamente tal prueba, 

el magistrado debe determinar si ésta “establece la probabilidad de 

que estén presentes todos los elementos; a saber, la probabilidad de 

que se haya cometido [el] delito imputado. Concomitante a dicho 

examen, debe determinar si hay prueba que probablemente conecte 

al imputado con el delito probablemente cometido”. (Cursivas en el 

original). Pueblo v. Rivera Alicea, 125 DPR 37, 43 (1989). Véase, 

además, Pueblo v. Negrón Nazario, supra; Pueblo v. Rivera Vázquez, 

supra, pág. 879. 

Solamente procederá declarar con lugar la moción de 

desestimación al amparo del inciso (p) de la Regla 64 cuando haya 

ausencia total de prueba sobre la probabilidad de que estén 

presentes y probados uno, varios o todos los elementos del delito 

imputado o la conexión del imputado con tal delito. Pueblo v. Rivera 

Vázquez, supra; Pueblo v. Rivera Alicea, supra; Pueblo v. Rodríguez 

Ríos, supra; Vázquez Rosado v. Tribunal Superior, 100 DPR 592, 594 

(1972). El hecho de que a juicio del magistrado la prueba presentada 

demuestre con igual probabilidad la comisión de un delito distinto 

al imputado, no debe dar base a una desestimación. Pueblo v. Rivera 

Alicea, supra. 

III. 

En síntesis, el peticionario señala que en la vista preliminar el 

Ministerio Público falló en presentar prueba relacionada con varios 

de los elementos del delito imputado, en específico: conducir el 

vehículo de manera imprudente o negligente, y con menosprecio a 

la seguridad. A tales efectos, argumenta que el testimonio del agente 

Gamalier Delgado Santiago demostró que, previo al accidente, el 

auto era conducido por la vía de rodaje de manera correcta. Por ello, 
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el peticionario infiere que, toda vez que esta fue la única prueba que 

desfiló para establecer la forma en que se trasladaba el vehículo 

antes del incidente, el Ministerio Público no logró establecer que el 

vehículo era manejado de manera imprudente o negligente, y con 

menosprecio a la seguridad. 

No obstante, conforme reseñamos, en la etapa de vista 

preliminar no se requiere que el Ministerio Público presente prueba 

que evidencie más allá de toda duda razonable la culpabilidad del 

acusado, sino aquella que demuestre la probabilidad de que se 

establezca cada uno de los elementos de los delitos y la conexión del 

imputado con éstos.  

Según se desprende del dictamen recurrido, el TPI, tras 

evaluar las mociones de las partes y la regrabación de la vista 

preliminar, dictaminó que en el presente caso se presentaron 

testimonios tendentes a establecer que el automóvil color gris 

conducido por el peticionario venía desplazándose en zigzag entre la 

vía de rodaje y el área verde, incluso, éste se salió de la vía de rodaje 

y se trepó en la acera. Lo anterior demuestra que el récord no refleja 

ausencia total de prueba de los elementos de imprudencia o 

negligencia al conducir el vehículo y menosprecio a la seguridad, que 

justificara la desestimación de la acusación en esta etapa de vista 

preliminar, por el delito imputado de infracción al Art. 5.07 (b) de la 

Ley Núm. 22-2000. 

Examinada la totalidad del expediente, con énfasis en la 

transcripción de la prueba oral vertida durante la vista preliminar, 

y a base del estándar de prueba requerido en esta etapa, 

concurrimos con la determinación del TPI. El Ministerio Público 

cumplió con la carga probatoria de establecer la probabilidad de que 

estén presentes cada uno de los elementos del delito por infracción 

al Art. 5.07 (b) de la Ley Núm. 22-2000, según imputado y su 

conexión con el peticionario. Así pues, el TPI actuó conforme a 
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derecho al denegar la solicitud de desestimación de la acusación al 

amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal incoada por el 

peticionario.  

El peticionario incumplió su obligación de establecer que el 

magistrado que presidió la vista preliminar determinó causa a pesar 

de haber ausencia total de prueba, o una controversia genuina sobre 

el particular. Por consiguiente, la solicitud del peticionario no 

cumple con ninguno de los criterios de la Regla 40 del Reglamento 

de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. Es decir, el peticionario 

no demostró que el TPI hubiere incurrido en error, prejuicio o 

parcialidad alguna al denegar la moción de desestimación al amparo 

de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal, o que dicho foro 

cometiera un abuso de discreción, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de una norma procesal o de derecho 

sustantivo, o que nuestra intervención evite un perjuicio sustancial. 

Ante la ausencia de justificación para intervenir con la 

determinación a la que arribó el TPI, denegamos expedir el auto de 

certiorari. 

IV. 

Por las razones antes expuestas, denegamos la expedición del 

auto de certiorari.  

Notifíquese.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


